
Juzgado:  Juzgado de Primera Instancia núm. 3 de Alcobendas (por ejemplo)
Procedimiento: Juicio nº 1238/2016 - Juicio Verbal de desahucio (por ejemplo)
AL JUZGADO
En caso de presentarse de urgencia por la persona afectada:

Nombre de la persona afectada, con DNI xxxxxxxxxx-x, en nombre propio y derecho, en calidad de habitante del domicilio en calle número piso, C.P. XXXXX, localidad, ante el Juzgado comparezco y como mejor proceda en Derecho, de buena fe DIGO:
En caso de ser con abogado y procurador:

[Nombre de la procuradora], Procurador de los Tribunales, designado para la representación de Dª [Nombre de la afectada] , y bajo la dirección Letrada de [Nombre de la abogada] del Ilustre Colegio de Abogados de [Provincia], según consta en autos, ante el Juzgado comparezco y como mejor en Derecho proceda DIGO:
   Que recientemente han entrado en vigor el Real Decreto-ley 11/2022, de 25 de junio, por el que se prorrogan medidas de protección social para hacer frente a situaciones de vulnerabilidad social y económica, y que modifica el Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, facultando formular incidente de suspensión extraordinaria y facultando al Juez para suspender temporalmente el lanzamiento de la vivienda habitual, de aquellas personas vulnerables que la estén habitando y no dispongan de alternativa habitacional, hasta el 31 de diciembre de 2022, si antes no hubiera alternativa habitacional que garantice a las personas en situación de vulnerabilidad el acceso a una vivienda digna. 
Así mismo se amplía al 31 de enero de 2023 que los propietarios y arrendadores a los que se refiere el Real Decreto-ley 11/2020, soliciten compensación económica a la comunidad autónoma con cargo al Plan Estatal de Vivienda 2018-2021, por el periodo en el que el procedimiento esté suspendido.

En virtud del cual, mediante el presente escrito y con carácter extraordinario, se solicita auto que mantenga suspendido el curso del proceso hasta que exista una alternativa de vivienda adecuada, oficiando a servicios sociales para que se provea antes del 31 de diciembre de 2022, petición que se fundamenta en base a los siguientes, 
HECHOS
Primero.- Aplicabilidad de la suspensión, en base a los requisitos del citado RD-ley.
1. Se trata de juicio que pretende recuperar la posesión de una finca que no es la vivienda habitual de su propietario.
2. La persona que la habita, se encuentra en una de las situaciones de vulnerabilidad económica descritas en el citado Real Decreto-ley.
Segundo.- Acreditación de la aplicabilidad de la suspensión, por vulnerabilidad.
Los documentos para acreditar encontrarse en alguna de las situaciones de vulnerabilidad económica descritas, son los legalmente previstos en el artículo 6.1. del citado Real Decreto-ley 11/2020:

  a) Ingresos certificados por la entidad gestora de las prestaciones, por la Agencia Estatal de la Administración Tributaria o el órgano competente de la Comunidad Autónoma, en su caso.
  b) Número de personas que habitan en la vivienda habitual, vía libro de familia o documento acreditativo de pareja de hecho, y Certificado de empadronamiento relativo a las personas empadronadas en la vivienda en los seis meses anteriores.
  c) En su caso, declaración de discapacidad, dependencia o incapacidad permanente para realizar una actividad laboral.

  d) Titularidad de otros bienes: nota simple del servicio de índices del Registro de la Propiedad de todos los miembros de la unidad familiar.

  e) Declaración responsable del deudor o deudores relativa al cumplimiento de los requisitos exigidos para considerarse sin recursos económicos suficientes según este real decreto-ley.
Sírvase el presente escrito de Declaración Responsable en relación al apartado e), téngase anexados a autos los otros documentos requeridos. A los efectos previstos en el artículo 150.4 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, concurre el consentimiento de la persona afectada por la presente presentación de la solicitud de suspensión. 
En caso de que faltare actualizar algún documento, se ruega se tenga en cuenta expresamente dicha declaración responsable, y subsidiariamente la prórroga de un mes para su aportación en analogía al artículo 6.2 del citado RD-ley, a causa de las restricciones administrativas por covid-19.
FUNDAMENTOS DE DERECHO
PRIMERO.- Modificación del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, para la suspensión de lanzamientos a personas económicamente vulnerables sin alternativa habitacional. (Modificado por Real Decreto-ley 37/2020 ante procedimientos de juicio verbal; Real Decreto-ley 1/2021 ante procedimientos penales; Real Decreto-ley 8/2021, de 4 mayo, de prolongación tras el estado de alarma; Real Decreto-ley 16/2021, de 3 de agosto, de medidas de protección social; Real Decreto-ley 11/2022, de prórroga)
Tras la primera modificación notable efectuada por el Real Decreto-ley 37/2020, de 22 de diciembre, para abarcar situaciones de vulnerabilidad que “aunque pudiera no derivarse directamente de los efectos de la COVID-19, indudablemente se ha visto agravada por estos”, y “con objeto de dar cobertura a las situaciones en las que los procedimientos de desahucio y lanzamiento afecten a personas económicamente vulnerables sin alternativa habitacional, incluso en las causas penales en las que el lanzamiento afecte a personas que carezcan de título para habitar una vivienda” se han ido decretando diversas prórrogas para mantener la suspensión del lanzamiento mientras no hubiera solución habitacional digna, en cuyo caso se levantaría la suspensión.
El reciente Real Decreto-ley 11/2022 procede a modificar nuevamente el artículo 1 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico, para que esta suspensión extraordinaria y temporal surta efectos “hasta el 31 de diciembre de 2022”, no requiriendo que la persona esté desempleada a causa del covid, sino que sea vulnerable a la vista de informe social.

Este Real Decreto-ley establece que:

El Letrado de la Administración de Justicia dará traslado de dicha acreditación al demandante, y tras sus alegaciones, el Letrado de la Administración de Justicia deberá trasladar inmediatamente a los servicios sociales competentes toda la documentación y solicitará a dichos servicios informe, en el que se valore la situación de vulnerabilidad del arrendatario y, en su caso, del arrendador, y se identifiquen las medidas a aplicar por la administración competente. 
El Juez, a la vista de la documentación presentada y del informe acreditativo de servicios sociales, dictará auto. Antes de la finalización del plazo máximo de suspensión, las Administraciones públicas competentes deberán, adoptar las medidas indicadas en el informe de servicios sociales u otras que consideren adecuadas para satisfacer la necesidad habitacional de la persona en situación de vulnerabilidad que garanticen su acceso a una vivienda digna.
SEGUNDO.- RELEVANCIA JURÍDICA DEL JUICIO DE PROPORCIONALIDAD Y LA PROTECCIÓN DEL MENOR. (Art. 158.4 CC; STS 1797/2017; STC 188/2013; L.O. 1/1996).
La Sentencia de la Sala Tercera del Tribunal Supremo (STS nº 1797/2017, de 27 de noviembre de 2017) obliga a que los jueces resuelvan de forma motivada efectuando un juicio de proporcionalidad, fallando que es “INSOSLAYABLE la ponderación de los derechos e intereses de los menores afectados”, a fin de “apartar al menor de un peligro o de evitarle perjuicios” (art. 158.4 C.C.), mandatando la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor articula (en consonancia con los art. 9.2 y 39 de la Constitución Española) que “en las medidas concernientes a los menores que adopten las instituciones, públicas o privadas, los Tribunales, o los órganos legislativos primará el interés superior de los mismos sobre cualquier otro interés legítimo que pudiera concurrir”, cuestión ratificada por el Tribunal Constitucional (STC 141/2000, FJ 5).
TERCERO.- RELEVANCIA JURÍDICA DEL JUICIO DE PROPORCIONALIDAD Y LA OBLIGACIÓN DE REALOJO ASISTIDO ante desalojos del único domicilio, según convenios internacionales ratificados por España (PIDESC) y jurisprudencia del TEDH (Art. 10, 15, 18, 24 y 96 CE)
El Tribunal Constitucional ha señalado en reiterada Jurisprudencia (STC 50/1995 de 23 de febrero), que una actuación que puede estar colisionando con el Derecho Fundamental a la inviolabilidad del domicilio, debe realizarse de la forma más garantista posible.  El Artículo 24 de la CE indica taxativamente que el proceso se ejercerá “sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión”. España ha ratificado varios tratados de Derechos Humanos que prohíben desalojos arbitrarios sin realojo asistido, y son un criterio decisivo para la interpretación de las normas relativas a los derechos fundamentales reconocidos en la Constitución (art. 10.2 CE) de la forma más garantista posible. Además, supone hacerlo en conexión con otros principios constitucionales que permitan delimitar su contenido, como el del Estado social y democrático de Derecho (art. 1 CE), o el de la dignidad de la persona.
En el caso Buckland contra Reino Unido, de septiembre de 2012, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos afirma que el desalojo del hogar familiar, incluso cuándo la legislación interna ha agotado el derecho a permanecer con título contractual, debe realizarse únicamente cuándo se hayan previsto las cautelas previstas para Desalojos Forzosos, así como la previsión de alojamiento alternativo que no coloque a los ciudadanos en situaciones degradantes como la exclusión social o constituirse en sin-techo. España ratificó el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) y con ello se obligó (según sus artículos 2 y 29.2) a adoptar medidas hasta el máximo de los recursos de que disponga, para lograr progresivamente y por todos los medios apropiados, la plena efectividad de los derechos reconocidos en el Pacto, y en concreto en dicho Pacto “se reconoce el derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluido vivienda adecuada, y a una mejora continua de las condiciones de existencia” (art. 11). Pacto con carácter privilegiado en los artículos 10.2 y 96.1 CE y en la Ley 25/2014, de 27 de noviembre, de Tratados y otros Acuerdos Internacionales, 
Un desalojo forzoso sin alternativa puede acabar en una responsabilidad patrimonial del Estado, mientras que la suspensión cautelar en aras a un realojo asistido no supone que el juez esté juzgando a favor del demandado sino actuando diligentemente por mera confrontación con los derechos humanos y sociales a proteger, dentro de un proceso “con todas las garantías” (art. 24 CE). La Sentencia 1263/2018 de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo concluye que “un cauce adecuado y eficaz para hacer valer el reconocimiento de la vulneración de derechos fundamentales atañe directamente al respeto y observancia por los poderes públicos españoles de los derechos fundamentales”, cuya protección es fundamento del orden y paz social (art. 10.1 CE).

A luz del Tribunal Supremo y a todo lo anteriormente referido, los dictámenes finales de condena del Comité DESC son de carácter vinculante y de obligatorio cumplimiento para España, en su totalidad, incluyendo las recomendaciones del Comité. A este respecto es de destacar su Dictamen contra España aprobado en 2017 en su 61º período de sesiones (Comunicación Nº 5/2015, caso Mohamed Ben Djazia y Naouel Bellili), donde a raíz de un desahucio de alquiler ejecutado sin alternativa habitacional, dictamina que: “Los desalojos forzados son “prima facie” incompatibles con los requisitos del Pacto, y sólo podrán justificarse en las circunstancias más excepcionales y de conformidad con los principios pertinentes de derecho internacional.” Y hace hincapié en las garantías de no repetición: “Los desalojos no deberían dar lugar a que los afectados queden sin vivienda (Observación General Nº7 al artículo 11.1 del PIDESC)”. Así, con base a la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, el Juzgado de Primera Instancia Nº 39 de Madrid en los Autos de juicio verbal de desahucio Nº 1649/12 suspendió el lanzamiento de la EMVS a una familia integrada por una mujer y 3 niños hasta tanto que los organismos públicos correspondientes informasen las medidas concretas que adoptarían a fin de garantizar su debido alojamiento, y hasta la finalización del curso escolar en base a los Derechos de Niño. Por su parte el Juzgado de Instrucción nº 4 de Madrid también ha suspendido varios desalojos de forma temporal hasta que la familia encontrara realojo.

CUARTO.- RELEVANCIA JURÍDICA DEL JUICIO DE PROPORCIONALIDAD ANTE LA SITUACIÓN SANITARIA EXCEPCIONAL, y en aras de evitar una responsabilidad patrimonial del Estado ante un desalojo forzoso sin realojo adecuado y seguro tanto para los afectados como todos los implicados en el proceso de lanzamiento. (Artículo 43 CE, art. 3.1 CC, Ley 33/2011) 

La salud también está íntimamente ligada al derecho a la vivienda, desarrollándose conjuntamente en el artículo 25 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos y en el 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC).  Así mismo, la práctica de un desalojo forzoso sin alternativa de vivienda adecuada y segura, además de poder violar derechos fundamentales y humanos (art. 11 y 12 PIDESC; art. 3 CEDH o art. 7 CDFUE), puede incurrir en una responsabilidad patrimonial del Estado.
La Ley 33/2011, de 4 de octubre, General de Salud Pública, exhorta en su apartado d) del artículo 3 de los principios generales de acción en salud pública: “Principio de precaución. La existencia de indicios fundados de una posible afectación grave de la salud de la población, aun cuando hubiera incertidumbre científica sobre el carácter del riesgo, determinará la cesación, prohibición o limitación de la actividad sobre la que concurran”. Este derecho a la protección de la salud es un derecho inequívocamente ligado al derecho fundamental de la dignidad de la persona, que el artículo 10 de la CE reconoce como fundamento de la paz social dentro de un Estado Social y Democrático de Derecho. Pero en el caso de la actual pandemia, con unas cifras de mortalidad que nuestro planeta no había atestiguado en décadas, el derecho a la protección de la salud se encuentra íntimamente conectado con el derecho fundamental a la vida y a la integridad física y moral (artículo 15 CE), que debe encontrarse garantizado con absoluta prioridad.
El Ministerio de Sanidad, dentro del marco de su “Plan para la transición hacia una nueva normalidad” (Orden SND/404/2020, de 11 de mayo) cataloga como exposición de riesgo "aquellas situaciones laborales en las que se puede producir un contacto estrecho con un caso sospechoso o confirmado de infección por el SARS-CoV-2". Este procedimiento de actuación define la distancia de seguridad en 2 metros, siendo extremadamente dificultoso que, en el acto del lanzamiento, ningún miembro de la comisión judicial -incluyendo las fuerzas de seguridad o de cerrajería auxiliares- mantenga dicha distancia.
Además, este procedimiento de actuación detalla que el Ministerio de Sanidad (con la evidencia científica disponible a fecha 18 de mayo de 2020) ha definido como grupos vulnerables para la COVID-19 las personas con enfermedad cardiovascular, incluida hipertensión, enfermedad pulmonar crónica, diabetes, insuficiencia renal crónica, inmunodepresión, cáncer en fase de tratamiento activo, enfermedad hepática crónica severa, obesidad mórbida (IMC>40), embarazo y mayores de 60 años. Pero además concreta que hay que tener en cuenta a:
· Cualquier persona que haya proporcionado cuidados a un caso: sanitarios, miembros familiares o personas que tengan otro tipo de contacto físico similar.
· Cualquier persona que haya estado en el mismo lugar que un caso, a una distancia menor de 2 metros (ej. convivientes, visitas) y durante más de 15 minutos.
Por si fuera poco, el artículo 3.1 del Código Civil mandata interpretar las normas “en relación con el contexto y la realidad social del tiempo en que han de ser aplicadas", de manera que, si el contexto de normalidad cambia como en esta crisis sanitaria y económica, algunas normas, reglamentos o protocolos han de ajustarse a la nueva realidad de alarma sanitaria y a los riesgos para la salud, con las medidas cautelarísimas, extraordinarias y temporales oportunas. Llegados a este punto, es menester destacar que 

- la alternativa habitacional que puedan proporcionar los Servicios Sociales además de digna y adecuada habrá de ser lo suficientemente segura para que no exista riesgo de contagio.  No es posible redirigir a familia a saturados albergues con habitaciones compartidas donde no es posible asegurar la debida cuarentena o medidas básicas de aislamiento ante la COVID19.
- la sensación de frustración del proyecto de vida ha conducido a cientos de personas bajo riesgo de desahucio a quitarse la vida, a miles de intentos de suicidio y a triplicar el consumo de psicofármacos. 
Por todo lo expuesto,
AL JUZGADO SOLICITO tenga por presentado este escrito y por hechas las manifestaciones contenidas, lo admita y:
1.- Acuerde mantener bajo suspensión temporal el procedimiento en curso 
2- De traslado de lo documentado a la otra parte, para las alegaciones que considere oportunas y tenga conocimiento de la posibilidad de solicitar compensación económica al órgano competente en materia de vivienda de la comunidad autónoma, por el período que medie entre que se acordare la suspensión extraordinaria y el momento en el que la misma se levante por el Tribunal. 
3- Oficie, con todo lo acreditado, a los Servicios Sociales para que remitan informe al Juzgado en el cual, además de sostener la situación de vulnerabilidad, identifiquen las medidas a adoptarse, antes del 31 de diciembre de 2021, para satisfacer la necesidad de vivienda digna y segura de la persona en situación de vulnerabilidad, según establece el Real Decreto-ley 11/2020 modificado por el reciente Real Decreto-Ley 11/2022.
En caso de presentarse de urgencia por la persona afectada:
ASIMISMO DIGO: Que el citado Real Decreto no contempla literalmente que la presentación de documentación que acredite la situación de vulnerabilidad cara a la suspensión legalmente establecida, deba ser presentado por abogado y procurador, pero que en el supuesto de se considere que este escrito debe presentarse mediante abogado y procurador o de haberse cometido algún defecto procesal por mi parte, suplico me sea notificada resolución, y a la mayor virtud de la tutela judicial se suspenda el procedimiento a efectos de solicitud de Justicia Gratuita o presentación por letrado de oficio que me represente, o en su caso la subsanación en analogía al art. 231 LEC en la forma y plazo que se determine.
Todo ello por
ser Justicia que pido en la localidad de …………………………………………………….
a fecha ………………………………………
Fdo.

………………………………….
